
2) ¿Debe interpretarse el artículo 45 TFUE en el sentido de que también surte efecto directo en las relaciones entre 
particulares en una situación como la controvertida en el litigio principal, por lo que los acreedores privados deberán 
aceptar quitas o incluso la extinción de las deudas contraídas frente a ellos por un deudor que se ha trasladado a 
otro país?

(1) Sentencia del Tribunal de Justicia de 8 de noviembre de 2012, EU:C:2012:704.

Petición de decisión prejudicial planteada por el Korkein oikeus (Finlandia) el 22 de diciembre 
de 2017 — Vantaan kaupunki/Skanska Industrial Solutions Oy, NCC Industry Oy, Asfaltmix Oy

(Asunto C-724/17)

(2018/C 083/21)

Lengua de procedimiento: finés

Órgano jurisdiccional remitente

Korkein oikeus

Partes en el procedimiento principal

Recurrente: Vantaan kaupunki

Recurrida: Skanska Industrial Solutions Oy, NCC Industry Oy, Asfaltmix Oy

Cuestiones prejudiciales

1) ¿Debe determinarse la cuestión de quién responde de la indemnización de un daño ocasionado por una práctica 
contraria al artículo 101 TFUE mediante la aplicación directa de este artículo o con arreglo a las disposiciones 
nacionales?

2) En el caso de que los sujetos responsables se determinen directamente mediante el artículo 101 TFUE: ¿Responden de los 
daños quienes estén comprendidos en el concepto de «empresa» utilizado en dicha disposición? ¿Para determinar los 
sujetos obligados a indemnizar el daño deben aplicarse los mismos principios que ha utilizado el Tribunal de Justicia en 
materia sancionadora para identificar a los responsables, según los cuales la responsabilidad puede basarse especialmente 
en la pertenencia a la misma unidad económica o en la continuidad económica?

3) En el caso de que los responsables de la indemnización se determinen con arreglo a las disposiciones nacionales del 
Estado miembro: ¿Incumple el requisito de efectividad del Derecho de la Unión una normativa nacional con arreglo a la 
cual una sociedad que, tras adquirir todas las acciones de otra sociedad participante en un cártel contrario al 
artículo 101 TFUE, disuelve dicha sociedad continuando con su actividad comercial, no responde por los daños 
ocasionados por la práctica restrictiva de la competencia de la sociedad disuelta, a pesar de que sea prácticamente 
imposible o extraordinariamente difícil obtener una indemnización de la sociedad disuelta? ¿Se opone el requisito de 
efectividad a una interpretación del Derecho nacional de un Estado miembro conforme a la cual se exija para que haya 
una responsabilidad indemnizatoria que la reestructuración empresarial descrita se realizase de forma ilegal o artificial 
para eludir la responsabilidad indemnizatoria en virtud del Derecho de la competencia, o de cualquier otra forma desleal, 
o al menos que la sociedad conociera o debiera haber conocido la infracción contra la competencia en el momento de 
llevar a cabo dicha reestructuración?

Recurso interpuesto el 22 de diciembre de 2017 — Comisión Europea / República Helénica

(Asunto C-729/17)

(2018/C 083/22)

Lengua de procedimiento: griego

Partes

Demandante: Comisión Europea (representantes: E. Tserepa-Lacombe, H. Støvlbæk, agentes)

Demandada: República Helénica
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Pretensiones de la parte demandante

La Comisión Europea solicita al Tribunal de Justicia que declare que:

— La República Helénica ha incumplido las obligaciones que le incumben en virtud del artículo 49 TFUE y del artículo 15, 
apartados 2, letras b) y c), y 3, de la Directiva 2006/123/CE, (1) al limitar la forma jurídica de las entidades de instrucción 
de intermediadores a sociedades sin ánimo de lucro, que deben estar compuestas por al menos un colegio de abogados y 
por al menos una cámara de comercio en Grecia, como establece la Ley 3898/2010 y el Decreto Presidencial 123/2011.

— La República Helénica ha incumplido las obligaciones que le incumben en virtud del artículo 49 TFUE, de los 
artículos 13, 14 y 50, apartado 1, y del anexo VII de la Directiva 2005/36/CE (2) al supeditar el procedimiento de 
reconocimiento de los títulos académicos a los requisitos de imposición de requisitos adicionales en relación con el 
contenido de los certificados, y de imposición de medidas compensatorias sin previa justificación de las diferencias 
sustanciales y al mantener en vigor disposiciones que introducen discriminaciones desfavorables que obligan a los 
solicitantes de la certificación de la identidad del intermediador que poseen los títulos de certificación obtenidos en el 
extranjero o de una entidad de formación acreditada de origen extranjero tras una formación prestada en Grecia, que 
dispongan de una experiencia de al menos tres años de participación en procedimientos de intermediación.

— Condene en costas a la República Helénica.

Motivos y principales alegaciones

1. Menoscabo del derecho de libertad de establecimiento consagrado en el artículo 49 TFUE y el artículo 15, 
apartado 2, letras b) y c) de la Directica 2006/123 para los servicios en el mercado interior

El artículo 5, apartado 1, de la Ley 3898/2010 así como el correspondiente Decreto Presidencial D. 123/2011 establecen 
que las sociedades de prestación de formación de intermediación deberán revestir exclusivamente la forma jurídica de 
sociedades sin ánimo de lucro, estar compuestas por al menos un colegio de abogados y una cámara de comercio de 
Grecia, y funcionar tras la concesión de autorización por parte de la autoridad a la que se refiere el artículo 7 de la citada 
Ley.

Esas limitaciones se aplican tanto a los operadores que pretenden establecerse por primera vez en Grecia como a 
aquellos que pretenden una segunda instalación por medio de una filial.

No se permite a ninguna persona física o jurídica, salvo a los colegios de abogados y a las cámaras de comercio, fundar 
una entidad de formación para la instrucción de intermediadores que puedan, sobre la base de dicha instrucción, 
participar en el examen para la certificación de la condición de intermediador en Grecia si no está en convenio con un 
colegio de abogados o una cámara de comercio del país.

También queda excluido sustancialmente todo operador cuya actual forma jurídica no sea la de una sociedad sin ánimo 
de lucro de la posibilidad de ofrecer, a cambio de los costes de inscripción, la formación de los candidatos a 
intermediadores, sobre la base de dicha formación para participar en el examen para la certificación de la condición de 
intermediador en Grecia.

Por último, todas las entidades de formación que procedan de otro Estado miembro que estén interesadas en prestar el 
servicio en cuestión a cambio de los costes de inscripción de los estudiantes inscritos en programas de formación de 
intermediadores quedan esencialmente excluidas de poder introducirse en el mercado griego y de crear un 
establecimiento secundario mediante una filial, si su actual forma jurídica no es la de una sociedad sin ánimo de lucro y 
su elección para la filial no se limita a entes sin ánimo de lucro.

La Comisión considera que las consideraciones anteriores introducen una limitación en el derecho de establecimiento tal 
como define el artículo 49 TFUE y como se determina en el artículo 15, apartado 2, letras b) y c), de la Directiva 2006/ 
123 sobre el mercado interior.

Esa limitación no está comprendida en el ámbito de aplicación de la excepción del artículo 51 TFUE, apartado 1, ya que 
la prestación de servicios de formación de intermediadores no constituye una actividad relacionada con el Estado, el 
ejercicio de poder público o la «administración de justicia». Por otra parte, no existe un fundamento que justifique en el 
interés de mantener la calidad de los servicios que en modo alguno guarda relación directa con la limitación en la forma 
jurídica de las entidades de formación y la titularidad del capital social.
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2. Infracción de la Directiva 2005/36 y del artículo 49 TFUE sobre libertad de establecimiento

La Comisión considera que la exigencia contenida en el apartado 2 del capítulo A del artículo único de la Resolución 
Ministerial n.o 109088/12.12.2011 de conformidad con la cual el certificado de formación del intermediario debe 
acreditar los métodos de enseñanza, el número de los participantes, el número y cualidades de los formadores, el 
procedimiento de examen y evaluación de los candidatos y el modo de protección del carácter inviolable de dicho 
procedimiento, excede de lo necesario para la valoración del nivel de conocimientos y de cualidades profesionales que el 
titular se presume que posee y no permite la correcta valoración de si la formación del interesado se refiere a sectores de 
conocimientos esencialmente distintos de aquellos cubiertos por el título de enseñanza exigido en Grecia. Por esos 
motivos, la citada disposición es contraria a los artículos 13, 14 y 50 y al anexo VII de la Directiva 2005/36.

Además, el apartado 5 del capítulo A de la mencionada Resolución Ministerial obliga a los intermediarios extranjeros 
con plenas cualidades profesionales que demuestren que disponen además de una experiencia de al menos 3 años en 
participación en procedimientos de intermediación antes de que se le reconozcan sus cualidades en Grecia, mientras que 
ese requisito no se impone a los intermediarios que adquieren su formación profesional en Grecia. En consecuencia, la 
citada disposición es contraria al artículo 13 de la Directiva 2005/36, que establece que la autoridad competente del 
Estado miembro de acogida da la posibilidad de acceder a la profesión en las mismas condiciones que las que rigen para 
su nacionales a los solicitantes que han recibido un certificado en otro Estado miembro y vulnera el principio de 
prohibición de discriminación como establece el artículo 49 TFUE. 

(1) Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado 
interior (DO 2006, L 376, p. 36).

(2) Directiva 2005/36/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de septiembre de 2005, relativa al reconocimiento de 
cualificaciones profesionales (DO 2005, L 255, p. 22).

Recurso de casación interpuesto el 5 de enero de 2018 por MS contra el auto del Tribunal General 
(Sala Primera) dictado el 31 de mayo de 2017 en el asunto T-17/16, MS / Comisión

(Asunto C-19/18 P)

(2018/C 083/23)

Lengua de procedimiento: francés

Partes

Recurrente: MS (representante: L. Levi, avocate)

Otra parte en el procedimiento: Comisión Europea

Pretensiones de la parte recurrente

— Que se anule el auto del Tribunal General de 31 de mayo de 2017 en el asunto T-17/16.

— Que se devuelva, por tanto, el asunto al Tribunal General para que se pronuncie sobre el fondo del recurso de primera 
instancia interpuesto ante él o, si el Tribunal de Justicia considera que el asunto está en condiciones de ser resuelto, 
estime las pretensiones formuladas por el recurrente en primera instancia.

— Que se declare, en consecuencia, la responsabilidad extracontractual de la Comisión en virtud de los artículos 268 TFUE 
y 340 TFUE, párrafo segundo.

— Que se ordene la presentación de los documentos declarados confidenciales por la Comisión y que constituyen el apoyo 
necesario de la decisión de revocación.

— Que se condene a la reparación del perjuicio moral resultante del comportamiento ilícito en que incurrió la Comisión, 
evaluado ex aequo et bono en 20 000 euros.

— Que se requiera a la Comisión para que publique un escrito de disculpa dirigido al recurrente y reincorpore a éste en el 
seno de Team Europe.
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